Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 16 minutos) 


La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión del Senado tiene mucho gusto en recibir al 
señor Ciarán Ó Maoláin, Director Adjunto de la Comisión de Derechos Humanos de Irlanda del Norte, a 
quien ya conocemos puesto que ha estado en el Uruguay el año pasado en ocasión de celebrarse el 
Seminario Internacional para la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, trasmitiéndonos 
su experiencia y la de las diferentes realidades europeas. Sabemos que va a mantener varias 
reuniones, por lo que nos complace contar con la posibilidad de intercambiar información y de escuchar 
lo que conoce sobre este tema. 


Nos acompañan también la licenciada Paula Veronelli, el doctor Carlos Luján, el señor 
Fernando Willat, el doctor Oscar López Goldaracena y la señora Gimena Gómez. 


Tiene la palabra el señor O Maoláin. 


SEÑOR O MAOLAIN.- Muchísimas gracias. Es un placer estar de nuevo aquí, en Montevideo, después 
de diez meses de ausencia. 


Como la señora Presidenta de la Comisión ha dicho, soy Director Adjunto de la Comisión de 
Derechos Humanos. En términos de tamaño, la Comisión es muy pequeña, ya que la integramos unas 
veinte personas, y de los diez comisionados, solo uno -la Presidenta- trabaja a tiempo completo. Este 
aspecto nos convierte en uno de los miembros más pequeños de la familia global de instituciones 
nacionales que, en la actualidad, son aproximadamente unas setenta. 


Aunque en el Reino Unido hay cuatro jurisdicciones, sólo Irlanda del Norte tiene, hasta ahora, 
una institución de derechos humanos. Reitero que, en términos mundiales, nuestra Comisión es muy 
pequeña, pese a lo cual el viernes pasado, en la 8? Reunión Global de las Instituciones de Derechos 
Humanos en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, el grupo mundial de instituciones elevó nuestra 
calificación al “Status A”, es decir, de plena membresía. La nuestra es la única institución nacional que 
ha recibido este reconocimiento de nuestros institutos y comisiones hermanas de todo el mundo. Por 
ello, me permito expresar mi orgullo y el de la Comisión por haber recibido este reconocimiento, que tal 
vez es un indicio de la calidad del trabajo que realizamos con tan escasos recursos. 


No voy a hacer una presentación muy técnica, sino que me voy a referir -si así me lo 
permiten- a la experiencia de nuestra Comisión. No sé de qué tiempo dispongo para hacer uso de la 
palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Disponga del tiempo que considere necesario; no hay ningún problema. 
SEÑOR O MAOLAIN.- Muchas gracias. 


Quisiera contar algo de nuestra experiencia, porque tal vez pueda resultar útil al Uruguay, ya 
que existe un cierto paralelismo. 


Irlanda del Norte tiene menos de dos millones de habitantes. Es un país pequeño que recién 
sale de un conflicto de más de treinta años, donde hubo alrededor de tres mil muertos. En ese período 
tan violento y traumático hubo violaciones constantes a los derechos humano; por ello, todos 
entendimos imprescindible, al llegar la paz, crear una nueva institución para mejorar la protección de 
los derechos humanos. 


Espero no estar hablando demasiado rápido, dado que siempre nos dicen que los irlandeses 
tenemos esa costumbre. Naturalmente, estoy dispuesto a contestar las preguntas que deseen formular. 
Desde ya adelanto que no me voy a referir ahora a las observaciones más técnicas que tengo sobre el 
proyecto; las dejo para mañana, cuando me reúna con el Grupo de Trabajo. 


Me gustaría referirme a las actividades actuales de nuestra Comisión, a su estructura, a los 
logros obtenidos en estos casi siete años de vida institucional y, finalmente, a los desafíos que tenemos 
por delante. 


Concretamente, soy el encargado de tres áreas de trabajo de la Comisión: una de ellas tiene 
que ver con los servicios jurídicos y se relaciona con la resolución de denuncias e intervenciones ante 
los tribunales; la segunda refiere a políticas de asesoramiento al Gobierno en materia de proyectos de 
ley y mejoramiento de los derechos humanos en Irlanda del Norte, y la última de estas áreas está 
destinada a las investigaciones, a través de las cuales se estudia un tema específico relacionado con 
algún fallo sistémico en materia de protección de derechos humanos, pero no necesariamente debe 
relacionarse con una denuncia. 


Además de estos tres equipos que dirijo, tenemos otros que trabajan en cuatro áreas. Una es 
la educación para los derechos humanos, que incluye la provisión de materiales escolares y el 
entrenamiento de funcionarios públicos. La segunda está relacionada con nuestro sitio web, la 
biblioteca y las relaciones con los medios de comunicación. Asimismo, el Departamento de Desarrollo 
trabaja con las ONG y la sociedad civil, y también tenemos un equipo administrativo. 


En cuanto a la estructura, podemos decir que fue establecida por el Parlamento británico 
mediante una ley de 1998. En realidad, es una de las tantas instituciones que se creó a raíz del 
Acuerdo del Viernes Santo, que puso fin a la guerra. Somos conscientes de que somos un grupo 
importante en el proceso de paz. Para nosotros es necesario fomentar la idea de la paz como un 
derecho humano y como condición imprescindible para el pleno ejercicio de todos los derechos: 
políticos, civiles, económicos y sociales. 


Por consiguiente, tenemos una Presidenta -la “Chief Commissioner”- de tiempo completo y 
nueve integrantes más. El número de integrantes de la Comisión no está fijado por ley, pero varía entre 
7 y 14 ó 15 comisionados, que son nombrados por un plazo de tres años, -renovable una vez- y se 
reúnen una vez al mes en forma plenaria. Quienes no son de tiempo completo trabajan un día a la 
semana en Subcomisiones, grupos de trabajo, reuniones con otras agencias o en representación 
general de la institución. Existe una separación de funciones -en eso difiere del modelo que tengo 
entendido están utilizando aquí- entre la Comisión como cuerpo directivo, que tiene la responsabilidad 
de acordar las políticas de la institución, sus prioridades estratégicas, etcétera, y el equipo profesional, 
que es el responsable de las actividades diarias. 


Hay bastante comunicación y conexión entre los comisionados y los trabajadores del equipo. 
Tenemos Subcomités temáticos, como por ejemplo, en lo jurídico, sobre minorías, sobre materia 
carcelaria, etcétera, y la Presidenta actúa como punto de contacto entre los comisionados y el equipo. 


En cuanto al nombramiento de los comisionados -que es uno de los temas más delicados 
para cualquier Cuerpo como este- si bien nuestro proceso no es el ideal, al menos es mejor que el 
utilizado por muchas otras Comisiones. El proceso es transparente y, en principio, abierto a cualquier 
persona, ya que no hay más descalificaciones que la de ser miembro del Parlamento nacional, pero 
admite personas que ocupan cargos electivos, como concejales municipales o miembros de la 
Asamblea Regional. Los criterios son públicos y, políticamente hablando, cualquier persona puede 
satisfacer, por ejemplo, la demanda de tener un buen conocimiento de los Derechos Humanos. 


El proceso de selección es manejado por consultores independientes que cuentan con 
expertos en Derechos Humanos, y se realizan a través de formularios y entrevistas. Se trata de un 
proceso bastante formal, que culmina en recomendaciones al Ministro responsable. En un modelo ideal 
no debería ser el Ministro -es decir, un miembro del Poder Ejecutivo- quien nombre a los integrantes de 
esta Comisión, pero el proceso es tan exacto que, finalmente, los nombres que llegan al Ministro para 
su selección están bastante acordados. El único deber del Ministro es asegurarse de que con los 
miembros que nombra, la Comisión tenga una buena representación de lo que es la comunidad de 
Irlanda del Norte; en términos sencillos, se trata de lograr un balance de poder entre católicos y 
protestantes -o, como preferiría decir, entre unionistas y nacionalistas- así como también en términos 
de género, y de gente que vive en Belfast -donde están los dos tercios de la población- y de aquellos 
que viven en zonas rurales. 


Aunque en principio es el Ministro quien los escoge, hasta ahora hemos estado bastante 
satisfechos con los resultados en cuanto a la representatividad en la Comisión. 


Después del proceso de nombramiento, la Comisión es completamente independiente del 
Estado. Aunque recibimos nuestros fondos del Parlamento por medio de un Departamento 
Gubernamental, la “Northern Ireland Office”, tenemos completa discrecionalidad en cuanto a cómo 
aplicarlos, más allá de que, naturalmente, tenemos que observar las reglas normales de contabilidad y 
transparencia que se aplican en cualquier agencia pública. Ni el Poder Ejecutivo, ni la Legislatura, ni 
ningún otro ámbito de la Administración puede interferir en lo que hacemos. La única excepción 
prevista es ante la posibilidad de que se produzca una supuesta mala administración; en ese caso nos 
podría investigar el “ambudsmar” parlamentario. 


Podría añadir que quedan por descubrir los límites de nuestra capacidad investigativa en todo 
lo concerniente a la seguridad nacional -problema bastante común para instituciones de derechos 
humanos- ya que hemos comenzado a investigar casos en los que supuestamente existe alguna 
actuación de agentes del Estado. 


Veremos en dos o tres años si hay dificultades para trabajar en este campo, pero hasta ahora 
no hemos tenido problemas con la policía ni con el ejército británico y parece que nos tienen, si no 
confianza, al menos respeto. Si bien aún no hemos logrado en todos los casos los resultados que 
buscamos, esperamos poder trabajar correctamente en este campo de la seguridad nacional. 


Quiero referirme ahora a algunos de los logros de nuestra institución en su breve existencia. 


En primer lugar, hemos conseguido un mejoramiento sustancial de las condiciones carcelarias 
en Irlanda del Norte, especialmente para las mujeres y para los niños privados de su libertad. Hemos 
hecho una serie de investigaciones y redactado cinco o seis informes sobre el trato a niños y mujeres 
en la cárcel, y hemos investigado la situación de los alrededor de cien presos con motivación política - 
ya no se habla de presos políticos- que todavía quedan en nuestras cárceles. 


Hemos llevado a cabo unas doce investigaciones temáticas sobre asuntos como los derechos 
de los trabajadores inmigrantes, el derecho a la salud, los derechos de las minorías sexuales, etcétera. 


También hemos asegurado la representación de familiares de desaparecidos en varios 
procesos jurídicos que investigan muertes sospechosas en casos de posible colisión entre el Estado y 
grupos paramilitares durante el conflicto. 


Además, hemos logrado una investigación oficial del sistema escolar para mejorar la 
protección de aquellos niños sobre quienes se ha recibido la denuncia de haber sido víctimas de abuso 
sexual. 


Hemos hecho unos quinientos análisis de proyectos de ley y hemos emitido nuestras 
opiniones sobre políticas, tanto a las autoridades regionales como a nivel nacional. Esto es una parte 
importante de nuestro trabajo como equipo: hacemos comentarios sobre las políticas, pero nosotros 
escogemos qué analizar. En un año recibimos unos cuatrocientos proyectos de ley de todos los niveles 
del Gobierno y nosotros escogimos, según nuestros criterios, cuáles valía la pena analizar 
profundamente. 


Cabe admitir que en la mayoría de los casos no hay resultados visibles o inmediatos de 
nuestra interacción, pero la idea es tratar de influir en los parlamentarios y en las agencias públicas. Se 
trata de un trabajo a largo plazo; no siempre hay resultados inmediatos, puesto que no podemos exigir 
que las autoridades cambien sus políticas porque no nos gusten. 


En cuanto a denuncias, hacemos un asesoramiento, mediación y representación a individuos 
que han sufrido una supuesta violación de sus derechos. Recibimos alrededor de mil quejas al año las 
cuales, en su inmensa mayoría, son resueltas informalmente. De todas formas, anualmente llevamos 
10 ó 12 casos a los Tribunales. Participamos en al menos ocho procesos continuos de monitoreo del 
cumplimiento, en Irlanda del Norte, de las obligaciones del Estado bajo los tratados principales de las 
Naciones Unidas, tarea que incluye hacer comentarios a los Gobiernos sobre el borrador del informe 
periódico que tienen que rendir a los comités juveniles. 


Una vez presentado el informe al Estado, hacemos un informe alternativo enfocado 
exclusivamente sobre Irlanda del Norte y los problemas que vemos en el cumplimiento de las 


obligaciones del Estado dentro de nuestra región. A veces nuestro informe puede ser muy crítico del 
Estado siempre y cuando podamos fundar nuestra opinión sobre datos concretos con respecto, no 
solamente a los organismos de las Naciones Unidas, sino también de nuestros colegas de la 
Cancillería británica, que tienen que presentar su propio informe. En otras partes del mundo la práctica 
de otras instituciones -no las critico- es juntar su informe al del Estado, pero para nosotros es una 
muestra de independencia hacerlo en forma separada y muy críticamente. 


Voy a mencionar algunos ejemplos más, sin hablar demasiado de los logros que hemos 
tenido. Hemos entrenado a centenares de funcionarios públicos que trabajan en áreas sensibles en 
áreas de Derechos Humanos, por ejemplo, policías, médicos que trabajan en psiquiatría, etcétera. 
Estamos elaborando una carta de derechos para Irlanda del Norte, que es una tarea específica desde 
el Acuerdo de Paz de Viernes Santo, o sea, la elaboración de una ley a nivel constitucional que 
garantice los derechos de los seres humanos de Irlanda del Norte. Esta es una tarea muy importante 
para nosotros y estamos listos para culminarla. Vinculado a ese trabajo sobre la carta de derechos, 
hemos entrenado a miles de ciudadanos para movilizar y hacer formar conciencia, en la sociedad civil, 
a favor de esa carta de derechos, y para actuar como promotores de los Derechos Humanos. 


Participamos en el grupo europeo de instituciones nacionales de Derechos Humanos que, con 
su actuación conjunta, pueden influir en instancias regionales como el Consejo de Europa y la Unión 
Europea. Participamos también en la red global de instituciones nacionales que acaba de realizarse en 
Bolivia. 


También a modo de modesta contribución al Uruguay, quiero decir que en los últimos diez 
meses, desde que llegamos al Uruguay, nuestra institución ha mandado a varios colegas a ayudar a la 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos para establecer 
nuevas instituciones en Tayikistán, en Pakistán y en Iraq. Independientemente de nuestro contacto con 
la Oficina del Alto Comisionado, estamos trabajando con el gobierno vasco para establecer una 
institución vasca para los Derechos Humanos. Creo que esto es más que suficiente en lo que refiere a 
los logros. 


Si me permiten, voy a terminar mencionando algunos de los problemas y desafíos que 
enfrentamos. 


Después del conflicto de Kirlova, en el cual murieron más de 3.000 personas, nuestra 
sociedad todavía está muy dividida y polarizada y, hasta el momento, ha sido mucho más difícil para 
nuestra Comisión conseguir el apoyo de la parte mayoritaria del Partido Unionista de nuestra 
comunidad que el de la minoría nacionalista. Antes del conflicto, eran los nacionalistas los que siempre 
hablaban de violaciones de los Derechos Humanos mientras que el Partido Unionista consideraba a 
este tema de los Derechos Humanos como una demanda de un sector político de la sociedad. Es 
bastante difícil conseguir el apoyo y la confianza del Partido Unionista -estamos trabajando en esto- 
pero, en cambio, sí tenemos buenas relaciones y un gran apoyo de los nacionalistas, quienes se 
habían sentido discriminados, excluidos y reprimidos durante los años del conflicto. 


Otro desafío importante para el futuro es la creación de dos instituciones nuevas de 
Derechos Humanos en el resto del Reino Unido: una Comisión para Inglaterra y Gales, y otra para 
Escocia. En este sentido, tendremos que acordar cómo trabajar en forma conjunta y compartir nuestra 
representación a nivel internacional. Como los señores Senadores saben, hace aproximadamente diez 
meses tuvimos la oportunidad de trabajar conjuntamente con el “ombudsman” de Escocia en este 
mismo edificio y, felizmente, podremos hacerlo en el futuro. 


Otro desafío importante para nuestra Comisión -y para cualquiera que entre en los 
Tribunales- es el costo de presentarse ante los Tribunales ya que, en nuestro sistema, un solo caso 
puede costar, si lo perdemos, alrededor de U$S 200.000, lo que significa el 10% del presupuesto anual. 
No tenemos ninguna impunidad en cuanto al cubrimiento de gastos si perdemos un caso pero, a 
nuestro entender, hay un error en la ley. Entonces, estamos trabajando para cambiar la ley y lograr una 
proyección del costo eventual cuando perdemos un caso. 


Otro aspecto que podemos mejorar es que en nuestra ley no se establece ni se especifica 
nada en cuanto a que en el caso de que un integrante de la Comisión renuncie a su cargo, por la razón 
que sea, deba ser remplazado. 


Trabajar en este tema de los Derechos Humanos implica abordar un área muy sensible y, 
además, muy politizado. Durante los seis años de existencia de nuestra Comisión y, especialmente en 
un período de dos años, hubo conflictos que los consideramos normales, pero cuando varios miembros 
de nuestra Comisión renunciaron, el Gobierno estuvo muy contento y durante ese período la Comisión 
funcionó con la mitad de los miembros. En definitiva, nosotros queremos que se cambie la ley y que en 
ella se establezca que cada vez que renuncie un Comisionado, sea remplazado en poco tiempo. 


No quiero dejar de expresar, ante nuestra experiencia en Irlanda del Norte -que, según creo, 
es un país que bien se puede comparar con el Uruguay- que estamos muy dispuestos a ayudar al 
Uruguay en lo que podamos, antes, durante y después del establecimiento de este instituto o 
Comisión. 


Creo que es una actitud de coraje que un país latinoamericano opte por el modelo de una 
Comisión multimiembro cuando lo normal en Sudamérica es el modelo de defensoría o procurador de 
Derechos Humanos unipersonal. Creo que van a seguir con el proyecto de una Comisión mixta, 
representativa y que dentro de dos años, cuando se vuelva a reunir la Red Internacional de 
Instituciones Nacionales, el Uruguay volverá a estar presente. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la exposición del señor O Maoláin y nos sumamos a las 
felicitaciones por el reconocimiento obtenido por su institución. 


Queremos dar cuenta de que se encuentra presente el Comisionado Parlamentario, doctor 
Álvaro Garcé, y de que no han podido estar presentes los Presidentes de las Comisiones de Derechos 
Humanos y de Población de la Cámara de Representantes, porque en estos momentos está 
sesionando la Cámara, que tiene a consideración un proyecto de ley muy importante. 


Antes de dar la palabra, quisiera realizar algunas preguntas. El Parlamento les vota el 
presupuesto y, eventualmente, puede realizar alguna acción sobre el comportamiento o la actuación 
del Comisionado Parlamentario, pero no tiene injerencia en la designación. 


SEÑOR O MAOLAIN.- El Parlamento no está directamente involucrado en el nombramiento y cualquier 
persona puede nominarse a sí misma para ser Comisionado. Es decir que no hay un nombramiento por 
parte del Parlamento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Del desarrollo de la exposición del señor Ó Maoláin me pareció entender 
que el número incompleto se debe a que las personas fueron designadas y luego renunciaron, pero no 
a que la institución puede, desde el comienzo, estar parcialmente integrada. 


SEÑOR O MAOLAIN.- Desde nuestro punto de vista, esa es una muestra del peligro de dejar el 
nombramiento final en manos del Ministro, del Gobierno. Como institución independiente, dependemos 
de la decisión de un Ministro para hacer las renovaciones. Como dije, hay una injerencia pasiva y el no 
nombramiento de nuestro Comisionado nos dejó un poco débiles para este período. Pienso que eso es 
algo que ustedes deberán tener en cuenta en el momento en que decidan cómo será el proceso acá. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Esas subcomisiones de trabajo las componen, indistintamente, cualquiera 
de los integrantes o cada uno tiene áreas específicas de trabajo? 


SEÑOR O MAOLAIN.- Nadie tiene áreas permanentes de trabajo, pero todos tienen sus intereses y 
especialidades. Tratamos de garantizar una rotación de cargos dentro de las Subcomisiones 
permanentes. Se trata de que cada comisionado, dentro de su período, que es de tres años, tenga la 
posibilidad de servir, por lo menos un año, en este Comité. Hay grupos de trabajo de corta duración 
que tratan asuntos muy específicos. Por ejemplo, para establecer nuestra línea sobre un proyecto 
determinado, cualquier comisionado participa y también lo hacen los miembros del equipo. Al fin y al 
cabo, solamente la Comisión puede tomar decisiones. Los cupos de trabajo integrados por 
comisionados, como por trabajadores de la Comisión, pueden hacer borradores o intervenir, y después 
el documento pasa a la Comisión. 


SEÑOR WILLAT.- En primer lugar, queremos agradecer por habernos recibido en esta sesión de la 
Comisión. 


Desde el mes de abril de este año está sesionando, con una frecuencia semanal, un grupo 
de trabajo para la elaboración de un proyecto de ley de creación de una institución nacional de 
Derechos Humanos. Este grupo de trabajo está integrado por la representación del Poder Ejecutivo -a 
través de los Ministerios de Educación y Cultura, de Relaciones Exteriores y del Interior- del Poder 
Legislativo -a través de tres Senadores y cuatro Diputados- así como también por dos representantes 
de la sociedad civil. 


Por otro lado, cuenta con el apoyo de un experto independiente, el señor Óscar López 
Goldaracena, en representación de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos y de la Secretaría Técnica del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo. 


En este momento, los únicos países de América del Sur que no tienen una institución 
nacional de Derechos Humanos son Uruguay, Brasil y Chile. Sin embargo, creemos reconocer y 
percibir una voluntad y un amplio consenso en cuanto a la necesidad de superar esta carencia, tanto 
en los actores políticos como en los de la sociedad civil. En este sentido, tomamos con mucho 
entusiasmo la tarea de aportar en la construcción de este proyecto de ley. 


Recuerdo que al primero que escuché hablar de la institución nacional de Derechos Humanos 
fue a “Perico” Pérez Aguirre, mi querido compañero de SERPAJ quien, de alguna manera, nos contagió 
el entusiasmo y que, si estuviera hoy aquí, seguramente estaría comprometido con este proyecto y 
aportándonos sus ideas. 


La institución nacional de Derechos Humanos, tal como la estamos concibiendo, es un órgano 
independiente del Gobierno, que tiene por finalidad la protección y la promoción de todos los Derechos 
Humanos. Para esto, tendría tanto la función de recepcionar y tramitar denuncias sobre casos de 
violaciones, como la de realizar informes, recomendaciones y propuestas -que es un aspecto 
fundamental- para una mayor comprensión de las problemáticas y de los aspectos estructurales y 
sistemáticos que puedan estar afectando la situación de los Derechos Humanos. También deberían 
realizar el seguimiento del cumplimiento de las obligaciones, por parte del Estado, con relación a los 
Derechos Humanos y a sus compromisos contraídos en el marco de los tratados internacionales, así 
como a la construcción de políticas públicas de Derechos Humanos. Nos parece que, de alguna 
manera, esto generaría un avance sumamente importante en cuanto a las posibilidades de 
participación de la sociedad civil, que debería estar en consonancia y haciéndose cargo de la agenda 
de Derechos Humanos, dando respuesta a los problemas que allí se identifiquen. 


Hasta ahora, el grupo de trabajo ha contado con una participación que en algunos momentos 
ha sido un poco desigual. Tenemos particular interés en que los parlamentarios participen 
intensamente desde el proceso de construcción del proyecto de ley, consustanciándose, 
comprometiéndose y haciendo sus aportes desde esta etapa. En ese sentido, nos parece fundamental 
que esta participación se dé, tanto en las instancias del propio grupo de trabajo como en otras que 
puedan crearse en forma específica para discutir este tema. Por supuesto, como grupo de trabajo, 
todos los integrantes nos ponemos a disposición para aportar lo que sea necesario, de modo que estas 
instancias puedan realizarse. 


Simplemente, quería hacer esta invitación y decir que nos ponemos a las órdenes, 
nuevamente, para todo lo que sea necesario. 


SEÑORA PERCOVICH.- Deseo hacer algunas preguntas. 


Ustedes decían que están tratando de construir esta Carta de Derechos para crear 
promotores de Derechos Humanos. 


En ese sentido, quisiera saber cómo la están implementando y a qué población recurren para 
ampliar la cultura de derechos. 


SEÑOR O MAOLAIN.- Para nosotros, la creación de una Carta de Derechos es sumamente 
importante, porque el Reino Unido no tiene un documento de esa naturaleza al que podamos referirnos 
y el único Tratado Internacional de Derechos Humanos que se puede utilizar en los Tribunales es el 
Pacto Europeo; todos los otros tratados que se pueden firmar por parte del Gobierno no tienen fuerza 
de ley. Con esta Carta, definimos el contenido de los Tratados internacionales en una sola ley que se 
aplicaría a nivel constitucional y a la cual debería ajustarse toda la reglamentación. 


La Carta de Derechos es una novedad para nosotros y por ello tuvimos que vender la idea a la 
población en general. Durante tres años trabajamos con las ONG de Derechos Humanos, con grupos 
de vecinos, con iglesias y con sindicatos explicando la forma en que nos ayudarían con el proyecto. 
Luego de entrenarlos, los promotores recorrieron todo el país y se logró que en cada barrio hubiera, 
por lo menos, una persona trabajando en este asunto. Fue una oportunidad importante para enfocar la 
discusión sobre el tema de los Derechos Humanos. 


También hicimos una consulta popular sobre la Carta de Derechos, y ya hemos concluido con 
esta fase del trabajo. En definitiva, hay unas 3.000 personas que han recibido el entrenamiento y que 
están dispuestas a “tomar la antorcha” cuando se apruebe la ley, para renovar el entrenamiento que 
han tenido y para explicar a la gente lo que significa esta Carta de Derechos. Por el momento este 
trabajo está suspendido, pero lo vamos a reactivar explicándoselo a la población en general, luego de 
que sea presentado el proyecto de ley en el Parlamento para abogar por su plena implementación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cómo es la relación de la institución con los medios de prensa? 


SEÑOR O MAOLAIN.- Aquí se refleja la diferencia entre el Partido Unionista y el Partido Nacionalista. 
Los medios de comunicación están divididos; los periodistas de la parte nacionalista generalmente 
tienen más simpatía con el concepto de los Derechos Humanos, pero nosotros tenemos que trabajar 
con todos y cuando organizamos eventos o reuniones tratamos de mejorar la imagen. 


Esta es una tarea importante, aunque gracias a Dios no es mía, ya que la lleva a cabo un 
colega que es responsable de esos asuntos. 


SEÑOR GARCE.- Quiero agradecer a todas y a todos los integrantes de esta Comisión, a los ilustres 
visitantes, a los representantes y a las representantes del grupo de trabajo para la creación de una 
institución de Derechos Humanos en el Uruguay. 


He escuchado con mucha atención toda la disertación y en particular he tomado debida nota 
del trabajo que se está haciendo en materia carcelaria en Irlanda. Comparto que, efectivamente, 
existen analogías importantes entre ambos países y, por su parte, el Uruguay tiene en este momento 
un sistema penitenciario que atraviesa dificultades, fundamentalmente, por hacinamiento o 
superpoblación. 


En nuestro país ha habido un avance importante desde el punto de vista legislativo, en virtud 
de la sanción de la Ley de Humanización y Modernización del Sistema Penitenciario y de la tarea del 
Comisionado, en tanto se trata de un órgano parlamentario independiente, abocado al seguimiento de 
las condiciones de reclusión. En todo este período -es decir desde su instalación en el mes de julio del 
año pasado- la institución del Comisionado ha apuntado, fundamentalmente, a tomar nota de la 
situación del sistema penitenciario, intentando contribuir a la implementación de las políticas de 
humanización, sobre todo en lo que refiere al beneficio de la reducción de la pena por trabajo y por 
estudio. Esta es una cuestión muy importante que se encuentra en pleno proceso de desarrollo y, en 
ese sentido, las palabras de nuestro visitante de Irlanda nos provocan un renovado optimismo, ya que 
si ha sido posible lograr resultados interesantes en aquel país, perfectamente es posible que aquí 
también los podamos concretar. En ese orden, el Uruguay tiene pendiente, a partir de mediados del 
próximo año, la implementación como obligación -emergente de la ratificación del Protocolo 
Facultativo a la Convención Contra la Tortura y otros Tratos Inhumanos o Degradantes- de generar esa 
institución nacional. En ese sentido, creo que se han dado pasos importantes en las últimas semanas 
y, en lo personal, confío en que próximamente obtendremos nuevos avances. 


Realmente, ha sido un gusto escuchar la disertación de nuestro visitante y espero que 
mantengamos este contacto. 


SEÑOR LOPEZ GOLDARACENA.- En primer lugar, quiero agradecer la invitación que nos han 
cursado y, asimismo, deseo aclarar que para nosotros es un honor representar a la Oficina de la Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. 


Simplemente quisiera brindar una información a los señores Senadores que, a mi juicio, es de 
mucha importancia desde el punto de vista cualitativo. Este proyecto de ley que estamos tratando de 
elaborar entre la sociedad civil, el Poder Ejecutivo y los parlamentarios, es una iniciativa que pretende 
mirar más allá de los derechos civiles y políticos. 


Estamos planteando un desafío para construir una cultura integral de Derechos Humanos en 
cuanto sociales, económicos, culturales, integrados a los derechos civiles y políticos. Creemos que a 
nivel de nuestra sociedad los proyectos históricos de defensor del pueblo u ombudsman, pueden dar 
un salto en calidad e incorporar las nociones y objetivos de protección y promoción integral de los 
Derechos Humanos, como forma de coadyuvar al tránsito hacia una cultura integral de tales derechos. 


Muchas veces, cuando hablamos de Derechos Humanos, los asociamos inmediatamente a 
los derechos civiles y políticos, y aquí de lo que se trata es, precisamente, de crear una institución que 
represente un instrumento adicional a los mecanismos que ya existen en nuestro ordenamiento jurídico 
y que acompase el tránsito de esta cultura hacia una de carácter integral en esa materia. En tal 
sentido, queremos recalcar el compromiso de todos los actores sociales y políticos en este consenso 
sobre los Derechos Humanos como ideales de la sociedad, en tanto matriz de convivencia, y en 
función de dicho consenso entiendo que también es preciso acordar sobre la necesidad de readecuar 
la institucionalidad estatal, creando una organización autónoma, independiente del Poder Ejecutivo y 
del Poder Judicial, anclada en el Parlamento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La información que nos han brindado, sin duda, ha sido muy importante 
como motivador para quienes, de alguna manera, estamos tratando de hacer el seguimiento de este 
anteproyecto de ley. Asimismo, la versión taquigráfica permitirá poner en conocimiento de lo 
conversado en la tarde de hoy a los demás señores Senadores y hará que se recuerde que con este 
proceso el Uruguay ha comenzado a transitar un camino y, sin duda, tiene mucho que aprender de 
otras experiencias. Confío en que muy pronto podrá empezar a llevar a cabo una tarea de esta 
naturaleza, que seguramente será exitosa en el propósito de tener una mayor cultura en cuanto a los 
Derechos Humanos. 


Agradecemos mucho su presencia. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 06 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


